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I. 
RESUMEN

1. El 13 de marzo de 2001, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisión Interamericana", la “Comisión” o "la CIDH") recibió una denuncia presentada por Alfonso Otero y Mónica Schurtman (en adelante “los peticionarios"), en contra del Estado de México (en adelante "el Estado" o "el Estado mexicano"). En la petición se alega la responsabilidad internacional del Estado por las presuntas agresiones y violaciones al debido proceso legal en contra de Irineo Martínez Torres y Candelario Martínez Damián, miembros del pueblo indígena Purépecha (en adelante las “presuntas víctimas”), cometidas durante su detención y durante el proceso criminal sustanciado en su contra.
2. Aducen los peticionarios que se habrían vulnerado en perjuicio de las presuntas víctimas los artículos 1 (obligación de respetar los derechos), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o la “Convención Americana”). Lo anterior, porque habrían sido objeto de agresiones físicas por policías judiciales al momento de su detención; durante el proceso penal seguido en su contra no se les habría designado un intérprete; y porque el defensor de oficio no se habría desempeñado en forma eficiente. Con respecto a la admisibilidad, argumentan que habrían agotado los recursos de jurisdicción interna y que la petición habría sido presentada dentro del plazo establecido en la Convención.
3. Por su parte, el Estado alega que la petición es inadmisible, en tanto los hechos denunciados no caracterizarían violaciones a derechos amparados en la Convención Americana. Respecto de los requisitos de admisibilidad de la denuncia, señala que los recursos de jurisdicción interna no habrían sido debidamente agotados, porque: i) las presuntas violaciones a derechos amparados en la Convención Americana no habrían sido alegadas ante los tribunales nacionales y; ii) existirían recursos judiciales que deberían haber sido interpuestos y agotados por las presuntas víctimas. Además, señala que la petición no habría sido presentada ante la CIDH dentro del plazo exigido por la Convención. 
4. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar la petición admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1 de dicho tratado. Asimismo, conforme al principio iura novit curia, la Comisión decide declarar admisible la petición respecto de la presunta violación del derecho consagrado en el artículo 24 de la Convención Americana y, analizará en la etapa de fondo la posible aplicación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante, “Convención contra la Tortura”). La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, y publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA. 

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 13 de marzo de 2001 la Comisión recibió la petición
 y le asignó el número 161-01. El 25 de abril del mismo año, en virtud de un requerimiento formulado por la CIDH, los peticionarios remitieron información adicional. El 5 de octubre de 2001, la Comisión transmitió las partes pertinentes de la información recibida al Estado, solicitándole que presentara sus observaciones en el plazo de dos meses. La respuesta de México fue recibida el 14 de febrero de 2002.

6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios en las siguientes fechas: 17 de octubre de 2001, 30 de diciembre de 2002 y 26 de abril de 2004. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.

7. Por otra parte, la CIDH recibió observaciones del Estado el 13 de febrero de 2004 y el 21 de junio de 2007. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios.

III. 
POSICIÓN DE LAS PARTES 

A. Posición de los peticionarios

8. Aducen los peticionarios que los señores Irineo Martínez Torres y Candelario Martínez Damián habrían sido víctimas de violaciones a derechos amparados en la Convención Americana durante su arresto y por faltas al debido proceso durante el procedimiento criminal seguido en su contra. Argumentan al respecto, que las presuntas víctimas habrían sido objeto de agresiones físicas por policías judiciales al momento de su detención; durante el proceso penal seguido en su contra no se les habría designado un intérprete, a pesar de no ser su lengua materna el castellano; y el defensor de oficio no se habría desempeñado en forma eficiente.
9. Argumentan que las presuntas víctimas son miembros del pueblo indígena Purépecha, originarios de la localidad de Ahuirán, Estado de Michoacán y su idioma materno es el purépecha (tarasco). Afirman que Irineo Martínez Torres, de 64 años al momento de presentarse la petición ante la CIDH, era prácticamente monolingüe cuando fue arrestado. Asimismo, afirman que Candelario Martínez Damián habría aprendido español básico en la escuela primaria, a la cual asistió pocos años, siendo el purépecha su lengua dominante. Expresan que Irineo y Candelario (tío y sobrino), serían ampliamente conocidos como artesanos de madera, actividad a la que se dedicaban antes de su detención.
10. Alegan que desde el 6 al 7 de diciembre de 1997, las presuntas víctimas viajaron en autobús desde Michoacán a Nuevo Laredo, Tamaulipas para culminar una buena venta de columnas de madera adornadas con diseños tallados. Las columnas habrían sido transportadas por el comprador a Nuevo Laredo por camión y habrían estado fuera del control de las presuntas víctimas por más de 24 horas. Indican que, una vez en Nuevo Laredo, las presuntas víctimas se dirigieron al lugar donde estaba el camión para descargar las columnas y recibir su dinero. Afirman que, poco después de llegar, habrían sido arrestadas por agentes de Policía Federal Judicial, quienes habrían actuado sin contar con orden de aprehensión. 
11. Sostienen que durante el proceso de detención, las autoridades habrían agredido físicamente a las presuntas víctimas con golpes de puño y puntapiés en diferentes partes de su cuerpo, y que los habrían golpeado con sus armas de fuego. Alegan que en ese contexto, Irineo Martínez Torres se habría golpeado su cabeza contra el camión, producto de haber sido empujado por uno de los policías, resultando con una herida en una de sus cejas. Alegan que estos actos de violencia no habrían sido denunciados inmediatamente, en razón del temor a sufrir represalias. Sin embargo, durante una diligencia de careo realizada entre Irineo Martínez Torres y un agente policial, Martínez Torres reconoció al agente como su agresor. Asimismo, las agresiones fueron alegadas en el Recurso de Amparo interpuesto ante al Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito en Ciudad Victoria el 20 de octubre de 1999.

12. Además, afirman que los policías les habrían advertido que debían declararse culpables de transportar marihuana dentro de las referidas columnas. Señalan que, a consecuencia de las dificultades que enfrentarían las presuntas víctimas para comprender el español, Irineo Martínez Torres no habría entendido las acusaciones de las fuerzas policiales, en tanto que Candelario Martínez Damián habría logrado entender lo suficiente como para declararse inocente. A partir de entonces, y hasta el momento de interponer la petición ante la CIDH, las presuntas víctimas habrían permanecido privadas de su libertad.

13. Aducen los peticionarios que a consecuencia del proceso criminal que se sustanció en su contra, las presuntas víctimas fueron condenadas por el delito contra la salud en su modalidad de transporte de marihuana a las penas de 12 años y 8 meses de prisión y multa por 4.232 pesos moneda nacional, mediante sentencia del Juez Tercero de Distrito en Nuevo Laredo de 29 de junio de 1998. Indican que esa resolución fue confirmada por el Quinto Tribunal Unitario del Décimo Noveno Circuito en Nuevo Laredo el 21 de agosto de 1998. Señalan que, contra esa resolución, interpusieron un Recurso de Amparo Directo ante el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito en Ciudad Victoria, el cual habría sido rechazado mediante resolución de 13 de septiembre de 2000. 

14. Señalan que el juicio se habría sustanciado sólo en español, sin que las autoridades judiciales ni el Ministerio Público hubieren proveído a las presuntas víctimas de la asistencia de un intérprete, no obstante haber sido evidente su estado de incomprensión. Además, alegan que la defensa pública les habría prestado una asesoría legal inefectiva, porque por ejemplo, el defensor de oficio no les habría explicado los procedimientos legales; solicitado un traductor; investigado las circunstancias del arresto y habría presentado el recurso de apelación en un formato estándar.  
15. También señalan que las autoridades judiciales se habrían basado en un reporte policial que habría sido obtenido mediante el uso de la violencia
 y que no habrían considerado pruebas que lo habrían contradicho. Sostienen que no existiría en el expediente judicial evidencia sobre la responsabilidad criminal de las presuntas víctimas. Además, argumentan que los actos de agresión que habrían sufrido durante el proceso de detención no habrían sido investigados por las autoridades competentes. 

16. Los peticionarios señalan que en razón de los hechos denunciados, el Estado de México habría violado los artículos 1, 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en perjuicio de las presuntas víctimas. En relación al agotamiento de los recursos de jurisdicción nacional, sostienen que con la interposición del Recurso de Amparo contra la sentencia de segunda instancia, se habrían agotado los recursos jurisdiccionales pertinentes. Señalan que mediante ese recurso fueron alegadas ante la justicia nacional las presuntas violaciones cometidas durante el proceso criminal seguido en contra de las presuntas víctimas.  Afirman que el Recurso de Revisión de Amparo no era procedente, porque se utiliza para impugnar aquellas resoluciones dictadas en un proceso de amparo directo que decidan sobre la constitucionalidad de una ley o de un tratado internacional, o bien, interpreten en forma directa una disposición constitucional. 

17. En cuanto al recurso de reconocimiento de inocencia que el Estado señala, expresan que no es un recurso al que podrían haber acudido las presuntas víctimas porque para interponerlo es requisito contar con evidencia nueva que los exonere de responsabilidad penal y alegan que la evidencia de inocencia la plantearon durante el proceso seguido contra las presuntas víctimas.  

18. Respecto a la fecha de presentación de la petición ante la CIDH expresan que, habiendo sido notificada la sentencia que agotaría los recursos internos el 20 de septiembre de 2000, la petición habría sido interpuesta oportunamente.


B.
Posición del Estado  
19. El Estado sostiene que las presuntas víctimas habrían sido detenidas, procesadas y sancionadas de acuerdo a la legislación penal vigente, por haber cometido el delito contra la salud en su modalidad de transporte de marihuana. Expresa que si bien fueron condenadas a pena privativa de libertad por 12 años y 8 meses, Irineo Martínez Torres recuperó su libertad el 22 de diciembre de 2005 y Candelario Martínez Damián el 14 de marzo de 2006. Al respecto, informa que las presuntas víctimas recuperaron su libertad  por la intervención de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas
. 
20. Alega que la denuncia es infundada, en razón de que los hechos denunciados no caracterizarían violaciones a normas de la Convención. En particular, alega que en el proceso judicial sustanciado en contra de las presuntas víctimas, las autoridades judiciales habrían respetado las garantías constitucionales que les asisten a los procesados, y que habrían gozado de una plena oportunidad de defensa. En cuanto al desempeño de la representación legal de las presuntas víctimas, señala que desde sus primeras declaraciones habrían sido debidamente asesoradas por un defensor de oficio
. Respecto del proceso de detención, alega que se habría realizado de acuerdo a las garantías procesales que establecen la Constitución Mexicana y el Código Federal de Procedimientos Penales, que en los exámenes médicos practicados a las presuntas víctimas luego de su detención no se habría hallado evidencias de violencia física antigua o reciente –salvo una lastimadura en el rostro del señor Martínez Torres
-, y que, en consecuencia, las supuestas torturas a Irineo Martínez Torres no habrían existido. Respecto a la falta de un intérprete que diera asistencia a las presuntas víctimas durante el proceso, señala el Estado que en los expedientes ante los tribunales nacionales, no habría registros indicando que ellas eran indígenas purépechas.

21. Asimismo, sostiene que las presuntas víctimas habrían tenido acceso a las instancias judiciales previstas por la ley mexicana. Afirma que los elementos que obrarían en las actuaciones del juicio habrían resultado suficientes para tener acreditados los elementos del tipo penal por el cual se los condenó, y que el resultado desfavorable de los recursos interpuestos por las presuntas víctimas no puede ser alegado como causal de responsabilidad internacional del Estado de México. Adicionalmente, alega que los peticionarios acudirían a la CIDH con la pretensión de que fueran revisadas las sentencias dictadas por los tribunales nacionales, facultad que excede a su competencia. 

22. En lo que respecta a la admisibilidad de la petición, sostiene el Estado que, si bien las presuntas víctimas habrían agotado diversas instancias que ofrece la legislación interna, las presuntas violaciones denunciadas ante la CIDH no habrían sido alegadas como agravios ante la administración nacional de justicia. Asimismo, señala que no habría sido interpuesta denuncia por la alegada violación a la integridad física de las presuntas víctimas.

23. Agrega que, en función de la alegada falta de intérprete para la asistencia de las presuntas víctimas, las presuntas torturas cometidas por agentes de la policía nacional y las supuestas graves omisiones en la defensa, las presuntas víctimas deberían haber solicitado la reposición del proceso de primera instancia, conforme lo prevé el Código Federal de Procedimientos Penales, y no limitarse a interponer una apelación fundada en la falta de configuración del delito imputado. 
24. Por otra parte, alega que existirían recursos internos que no se habrían agotado. Al respecto, señala que el recurso de reconocimiento de inocencia, previsto en el artículo 560 del Código Federal de Procedimientos Penales, debería haber sido interpuesto y resuelto por los tribunales nacionales, antes de acudir a esta instancia internacional.

25. Asimismo, considera que la petición habría sido interpuesta ante la CIDH en forma extemporánea. Al respecto, el Estado formuló dos argumentos diferentes: i) en su  nota de 13 de febrero de 2002 –recibida el 14 de febrero de 2002–, sostiene que, en tanto la decisión definitiva fue notificada el 20 de septiembre de 2000, el plazo convencional de seis meses habría vencido con anterioridad a la fecha de presentación de la petición, el 20 de febrero de 2001; ii) posteriormente, en su nota de 13 de febrero de 2004, advierte que los peticionarios habrían interpuesto su queja en el mes de octubre de 2001, “después de 4 años de haberse notificado de la determinación del Juicio de Amparo”.
26. Además, el Estado –en reiteradas oportunidades– solicitó la conclusión del presente asunto, alegando que la existencia de expedientes abiertos por prolongados períodos de tiempo, sin que se adopte una decisión en contrario, colocarían al Estado en una situación de indefensión.

27. Finalmente, el Estado mexicano concluye que la presente petición es inadmisible y solicita a la CIDH que así lo declare.

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci
28. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado de México se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que México es un Estado parte en la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de México, Estado Parte en dicho tratado.  
29. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B. Agotamiento de los recursos internos
30. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la solucionen antes de que sea conocida por una instancia internacional.  
31. El requisito de agotamiento previo se aplica cuando en el sistema nacional están efectivamente disponibles recursos que son adecuados y eficaces para remediar la presunta violación.  En este sentido, el artículo 46.2 especifica que el requisito no se aplica cuando no exista en la legislación interna el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión; o si la presunta víctima no tuvo acceso a los recursos de la jurisdicción interna; o si hay retardo injustificado en la decisión sobre dichos recursos.  Como indica el artículo 31 del Reglamento de la Comisión, cuando el peticionario alega una de estas excepciones, corresponde al Estado demostrar que los recursos internos no han sido agotados, a menos que ello se deduzca claramente del expediente.
32. En cuanto a este requisito, el Estado alega la inadmisibilidad de la petición porque las presuntas violaciones a derechos amparados en la Convención Americana no habrían sido denunciadas ante los órganos nacionales de administración de justicia y no se habría interpuesto el recurso de reconocimiento de inocencia.
33. Por el contrario, los peticionarios argumentan que los recursos judiciales nacionales se agotaron debidamente respecto de las violaciones alegadas, esto es: que las presuntas víctimas habrían sido objeto de agresiones al momento de su detención; durante el proceso penal no se les habría designado un intérprete y; el defensor de oficio no se habría desempeñado en forma efectiva y que, por ende, no se respetaron sus garantías del debido proceso. Consideran que la resolución que denegó el recurso de amparo interpuesto contra la sentencia de segunda instancia, agotó los recursos judiciales a los cuales las presuntas víctimas podrían haber acudido.

34. A continuación la Comisión pasa a analizar los argumentos en cuanto al requisito de agotamiento de los recursos de jurisdicción interna, teniendo presente, que no hay controversia entre las partes respecto de lo siguiente: las presuntas víctimas fueron detenidas el 7 de diciembre de 1997. El 29 de junio de 1998 fueron condenadas por el delito contra la salud en su modalidad de transporte de marihuana a las penas de 12 años y 8 meses de prisión y multa por 4.232 pesos moneda nacional, mediante sentencia del Juez Tercero de Distrito en Nuevo Laredo. El 21 de agosto de 1998 la sentencia condenatoria fue confirmada por el Quinto Tribunal Unitario del Décimo Noveno Circuito en Nuevo Laredo. El 13 de septiembre de 2000 el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito en Ciudad Victoria rechazó el Recurso de Amparo Directo interpuesto por las presuntas víctimas contra la última sentencia. Esta última resolución fue notificada a las presuntas víctimas el 20 de septiembre de 2000
.
35. En relación con el planteamiento del Estado sobre el incumplimiento de este requisito convencional, se observa que, respecto de las agresiones a las que habrían sido sometidas las presuntas víctimas durante su detención, consta en el expediente ante la CIDH lo siguiente: 

a) 
En el trámite del Recurso de Amparo Directo Penal 184/99-III sustanciado ante el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito en Ciudad Victoria
, las presuntas víctimas señalaron que “se desprende de autos que fuimos golpeados y sujetos a intimidación por parte de los elementos de la Policía Judicial que ilegalmente nos detuvieron”
.
b) 
Durante un careo realizado con un agente de la Policía Judicial Federal, Irineo Martínez Torres señaló “reconocer a su careado como una de las personas que participó en su detención y como quien lo maltrató y golpeó al momento en que lo detuvo, que fue por ello que se golpeó en el carro y se rompió una ceja, que si esto no lo dijo ante el Ministerio Público, fue por que los mismos agentes le dijeron que si decía como se había golpeado la ceja, lo golpearía más”
. Esta diligencia fue utilizada como medio de prueba en la sentencia dictada por el Juez Tercero de Distrito en el Estado de la ciudad de Nuevo Laredo, y considerada en la resolución del Quinto Tribunal Unitario del Décimo Noveno Circuito en Nuevo Laredo
. Además, en el marco del referido recurso de Amparo, las presuntas víctimas señalaron que “consta en autos que Irineo fue golpeado por el Agente de la Policía Judicial”; y que “la responsable omite valorar el careo en que Irineo Martínez Torres hace clara denuncia de la golpiza que el agente de la Policía Judicial le propinó”
. 

c) 
También durante el Juicio de Amparo, las presuntas víctimas sostuvieron que “de autos se desprende que fuimos objeto de intimidación, tortura y coerción con el objeto de obtener nuestro consenso en cuanto al parte policíaco”
, y que “fuimos objeto de tortura, tanto física como moral, cuando fuimos trasladados al cuartel militar en donde supuestamente se depositaron las columnas de madera”
. Asimismo, se señaló que la autoridad no cumplió con las obligaciones asumidas a través de tratados internacionales, de investigar los hechos cuando exista una denuncia de tortura.

36. En virtud de lo expuesto, observa la CIDH que mediante el Recurso de Amparo, las autoridades fueron informadas sobre los supuestos actos de agresión y tortura que presuntamente  agentes del Estado habrían infligido a las presuntas víctimas mientras se encontraban bajo su custodia. Consta además, que la autoridad judicial al conocer el recurso, declaró infundados los alegatos referidos a las supuestas agresiones cometidas contra las presuntas víctimas al momento de rendir declaración “en atención a la falta de evidencia que permita concluir la presencia de tortura, intimidación o coerción sobre la humanidad de los sentenciados”
, y no hizo referencia a los alegatos respecto de las agresiones de las que habrían sido víctimas durante el proceso de detención. 
37. Teniendo en cuenta lo señalado, la CIDH considera que las presuntas víctimas hicieron uso de las acciones que se encontraban a su alcance, sin que el Estado hubiere promovido investigaciones específicas respecto a los hechos denunciados. En consecuencia, la Comisión concluye que a través de la resolución que denegó el Recurso de Amparo, fueron agotados los recursos de jurisdicción interna respecto de las alegaciones sobre las agresiones.
38. En cuanto al agotamiento de recursos nacionales respecto de falta de asistencia de intérprete e inefectiva defensa pública, la CIDH observa que durante el trámite del Recurso de Amparo Directo Penal 184/99-III, las presuntas víctimas hicieron referencia expresa, en reiteradas oportunidades, a su “condición de indígenas” y alegaron experimentar, en consecuencia, “dificultad de palabra”
. Asimismo, formularon alegatos respecto de la falta de asistencia de intérpretes, argumentando “que se ha negado la asistencia de traductor en diligencias judiciales”
.
39. Por otra parte, también fueron alegadas, en el marco del referido recurso, violaciones a la garantía constitucional de las presuntas víctimas de contar con una defensa adecuada (con fundamento en el inadecuado desempeño que habría demostrado la defensa durante el proceso criminal, y a través de la individualización de diversas situaciones y actuaciones que confirmarían dicha afirmación).
40. Por lo tanto, la CIDH concluye que a través de la resolución que denegó el Recurso de Amparo, fueron agotados los recursos de jurisdicción interna respecto de los alegatos referidos a la falta de designación de un intérprete durante la sustanciación del proceso criminal, y respecto de la supuesta ineficiencia de la defensa oficial.
41. Respecto del argumento del Estado mexicano sobre la falta de interposición del recurso de reconocimiento de inocencia, la Comisión observa que, de acuerdo al artículo 560 del Código Federal de Procedimientos de México, dicho recurso procede por motivos establecidos en forma taxativa
. A la luz de la información disponible en el expediente, y teniendo en cuenta que el Estado mexicano no identificó el supuesto legal en virtud del cual el referido recurso habría sido procedente, la CIDH nota que la situación jurídica de las presuntas víctimas no encuadra aparentemente dentro de los motivos taxativos que ameritaban su interposición. De acuerdo a lo que ha establecido la jurisprudencia del sistema interamericano, el requisito de agotamiento de los recursos internos establecido en el artículo 46 de la Convención Americana se refiere a los recursos judiciales disponibles, adecuados y eficaces para solucionar la presunta violación de derechos humanos. Además, conforme lo ha reiterado la Corte Interamericana, si en un caso específico el recurso no es idóneo para proteger la situación jurídica infringida y capaz de producir el resultado para el que fue concebido, es obvio que no hay que agotarlo. Por lo tanto, la CIDH concluye que el recurso de reconocimiento de inocencia no constituye un recurso que, en el presente caso, debería haber sido agotado por las presuntas víctimas
.
42. En suma, y de conformidad con los señalamientos formulados supra, la Comisión concluye que el requisito establecido en el artículo 46.1.a de la Convención Americana se encuentra cumplido.
C. Plazo para la presentación de la petición
43. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención, para que una petición pueda ser admitida, debe presentarse dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la parte denunciante fue notificada de la decisión definitiva dictada a nivel nacional.  La norma de los seis meses garantiza certidumbre y estabilidad jurídica una vez que una decisión ha sido adoptada.  

44. El Estado sostiene que la petición habría sido interpuesta ante la CIDH en forma extemporánea. Al respecto, México formuló dos argumentos diferentes: i) en su  nota de 13 de febrero de 2002 –recibida el 14 de febrero de 2002–, sostuvo que, en tanto la decisión definitiva fue notificada el 20 de septiembre de 2000, el plazo convencional de seis meses habría vencido con anterioridad a la fecha de presentación de la petición, el 20 de febrero de 2001; ii) posteriormente, en su nota de 13 de febrero de 2004, advierte que los peticionarios habrían interpuesto su queja en el mes de octubre de 2001, “después de 4 años de haberse notificado de la determinación del Juicio de Amparo”.

45. Los peticionarios alegan que han respetado el plazo convencional para la presentación de peticiones ante la CIDH. 
46. En relación con la presente petición, la CIDH ha establecido que los recursos internos se agotaron con la decisión del Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, notificada a las presuntas víctimas el 20 de septiembre de 2000. Considerando que la petición fue presentada ante la CIDH el 13 de marzo de 2001, la Comisión concluye que la misma fue interpuesta dentro del plazo exigido, y por tanto se encuentra cumplido el requisito dispuesto en el artículo 46.1.b de la Convención Americana. 
D. Duplicidad de procedimientos internacionales y cosa juzgada internacional
47. A efectos de que una petición sea admisible, la Convención Americana exige, en su artículo 46.1.c, "que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional”, y en su artículo 47.d, que no reproduzca el contenido de una petición ya examinada por éste u otro organismo internacional. 

48. Los peticionarios indican que la petición no habría sido registrada ante otro foro internacional. El Estado mexicano no controvirtió dicha afirmación, y del expediente de la petición no surge prueba en contrario. En consecuencia, la CIDH concluye que los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana se encuentran debidamente satisfechos.

E. Caracterización de los hechos alegados
49. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados, de ser probados, pueden caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47.b de la Convención Americana, o si la petición es "manifiestamente infundada" o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso (c) del mismo artículo. El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos.  Esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre el fundamento del asunto.

50. En este caso, los peticionarios alegan la responsabilidad del Estado mexicano por las presuntas agresiones y violaciones al debido proceso legal en perjuicio de las presuntas víctimas, alegadamente consumadas durante su detención y durante el proceso criminal sustanciado en su contra. Por su parte, México sostiene que la petición sub exámine es infundada, por cuanto los hechos denunciados no caracterizarían violaciones a normas de la Convención, y afirma que los peticionarios acuden a la CIDH con la pretensión de que fueran revisadas las sentencias dictadas por los tribunales nacionales, que resultaron contrarias a sus intereses.
51. Observa la CIDH que en la petición bajo análisis existen reclamos referidos a presuntas vulneraciones al derecho de defensa y al debido proceso legal. A este respecto, la Comisión considera oportuno manifestar que las mismas son alegaciones que requieren de un análisis de mayor profundidad que debe ser efectuado durante el estudio de fondo de la cuestión. 
52. La Comisión considera que, de resultar probados, los hechos alegados por los peticionarios podrían caracterizar una posible violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1 del mismo instrumento. Adicionalmente, en aplicación del principio iura novit curia, la CIDH considera que, de resultar probada, la alegada ausencia de un intérprete que asegure el derecho de las presuntas víctimas a ejercer su defensa en condiciones de igualdad podría caracterizar una presunta violación del artículo 24 de la Convención Americana. Asimismo, la Comisión analizará en la etapa de fondo, la posible aplicación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención contra la Tortura, en el caso de que fuere pertinente
.

53. Por tanto, concluye que el requisito establecido en el artículo 47.b de la Convención está cumplido.
V.
CONCLUSIÓN

54. La Comisión concluye que tiene competencia para conocer la  denuncia presentada por los peticionarios y que la petición es admisible, de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención, por la presunta violación de los artículos 5, 7, 8 y 25  de la Convención Americana en conexión con el artículo 1 del mismo Convenio. Además, por aplicación del principio iura novit curia la Comisión analizará en la etapa de fondo la posible violación del artículo 24 de la Convención. Asimismo, la Comisión analizará en la etapa de fondo, la posible aplicación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención contra la Tortura, en el caso de que fuere pertinente.
55. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE: 
1. Declarar admisible la presente petición respecto a los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1 del mismo instrumento internacional. Además, por aplicación del principio iure novit curia la Comisión analizará en la etapa de fondo la posible violación del artículo 24 de la Convención y, la posible aplicación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
2. Notificar esta decisión a las partes. 

3. Continuar con su análisis de los méritos del caso.
4. Publicar el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Siliva Guillén, Rodrigo Escobar Gil y Luz Patricia Mejía Guerrero,  Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� En la fecha indicada, se recibió la petición redactada en inglés. Posteriormente, el 14 de junio de 2001, se recibió la versión en español de dicho documento. 


� Alegan que estando detenidas, las presuntas víctimas habrían firmado, a solicitud de un agente policial, un documento cuyo contenido no habrían conocido en ese momento. Afirman que el mismo sería la ratificación del reporte policial que los inculparía del delito de traficar narcóticos.


� El Estado señala que en virtud del convenio de colaboración interinstitucional suscrito entre la referida comisión y la Secretaría de Seguridad Pública, las presuntas víctimas lograron el beneficio de libertad preparatoria �concedido por el Órgano Administrativo Desconcentrado de Prevención y Readaptación de dicha Secretaría.


� Argumento expuesto por el Estado en su escrito de 13 de febrero de 2004. No obstante, en su primera respuesta, México había señalado que un abogado particular había llevado la defensa de las presuntas víctimas.


� En específico, sostiene el Estado que en los exámenes médicos que se le habrían realizado al señor Martínez Torres luego de su detención, sólo habría constancia de una “escoriación dermohepidérmica en el ángulo exterior derecho del borde la región ciliar”, y que en su declaración ante el Agente Investigador, la presunta víctima habría alegado que se habría golpeado la ceja derecha con la redilla del camión durante su detención.


� Si bien en el expediente ante la CIDH no hay constancia escrita de la fecha en que se perfeccionó la notificación de la referida sentencia, los peticionarios y el Estado coincidieron en que la misma se consumó el 20 de septiembre de 2000.


� Demanda de Amparo interpuesta el 20 de octubre de 1999 y admitida el 3 de noviembre de 1999, conforme consta en los Resultandos PRIMERO y SEGUNDO de la Sentencia del Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, en Ciudad Victoria, de 13 de septiembre de 2000.


� Sentencia del Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, en Ciudad Victoria, de 13 de septiembre de 2000. Página 97.


� Sentencia del 21 de agosto de 1998 del Quinto Tribunal Unitario del Décimo Noveno Circuito, de Nuevo Laredo. Considerando Tercero. Considerando TERCERO, apartado jj).


� Sentencia del 21 de agosto de 1998 del Quinto Tribunal Unitario del Décimo Noveno Circuito, de Nuevo Laredo. Considerando Tercero. Considerando TERCERO –primera parte-.


� Sentencia del Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, en Ciudad Victoria, de 13 de septiembre de 2000. Página 97.


� Sentencia del Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, en Ciudad Victoria, de 13 de septiembre de 2000. Página 94.


� Sentencia del Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, en Ciudad Victoria, de 13 de septiembre de 2000. Página 98.


� Sentencia del Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, en Ciudad Victoria, de 13 de septiembre de 2000. Página 123.


� Sentencia del Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, en Ciudad Victoria, de 13 de septiembre de 2000. Página 89.


� Sentencia del Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito, en Ciudad Victoria, de 13 de septiembre de 2000. Página 102.


	� Artículo 560 del Código Federal de Procedimientos de México:


“El reconocimiento de la inocencia del sentenciado se basa en alguno de los motivos siguientes: 


I.- cuando la sentencia se funde exclusivamente en pruebas que posteriormente se declaren falsas. 


Ii.- cuando después de la sentencia aparecieren documentos públicos que invaliden la prueba en que se haya fundado aquella o las presentadas al jurado y que sirvieron de base a la acusación y al veredicto. 


Iii.- cuando condenada alguna persona por homicidio de otra que hubiere desaparecido, se presentara esta o alguna prueba irrefutable de que vive. 


Iv. Cuando dos sentenciados hayan sido condenados por el mismo delito y se demuestre la imposibilidad de que los dos lo hubieren cometido; 


V.- cuando el sentenciado hubiese sido condenado por los mismos hechos en juicios diversos. En este caso prevalecerá la sentencia más benigna. 


Vi.-(derogado)”. 


� En igual sentido, ver CIDH, Informe Nº 68/01, Admisibilidad, Petición 12.117, Santos Soto Ramírez y Sergio Cerón Hernández, México, 14 de junio de 2001, párrafos 10-15.


� El Estado mexicano es un Estado parte en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura desde el 11 de febrero de 1987, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.





